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1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver en primera instancia la acción de tutela presentada por el el señor Yeison Alfredo Bedoya Batero en contra de la Fiscalía General de la Nación FGN – Seccional Risaralda- Subdirección Seccional de Policía Judicial CTI con asignación de funciones de Director Seccional de Risaralda por considerar vulnerado su derecho fundamental de petición. 

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES 
2.1. Informó el señor Yeison Alfredo Bedoya Batero que en su calidad de investigador de la defensa, dentro del proceso radicado al No.110016001276201400118 que se adelanta por la Fiscalía 21 BACRIM de la ciudad de Medellín por el punible de concierto para delinquir en contra del señor Gildardo de Jesús Ruiz y otros, presentó el 6 de enero de 2016 un derecho de petición mediante el cual solicitó a la Fiscalía General de la Nación copia de los expedientes radicados bajo los siguientes números: i) 664006106472200885595 por el delito de tráfico de estupefacientes, ii) 660016000068201101687 por el delito de concierto para delinquir agravado, iii) 7300160000444201181375 por la conducta punible de daño en bien ajeno y iv) 660016000058201000342 por el hecho delictivo de desplazamiento forzado, todos seguidos en contra del señor Gilberto Soto Uribe, de conformidad con la autorización de la búsqueda selectiva en base de datos que hiciera el Juzgado 1º Penal Municipal con funciones de Control de Garantías en esta ciudad el 28 de diciembre de 2015.

Indicó que mediante escrito del 7 de enero del presente año, el Subdirector de Policía Judicial del CTI con asignación de funciones de Director Seccional de Risaralda, le contestó que los procesos solicitados habían sido trasladados en su orden de relación, a los siguientes entes investigadores: i) Fiscalía 27 Seccional de La Virginia, Risaralda; ii) No.660016000068201101687 arrojó como resultado que la radicación era inexistente, iii) Fiscalía 3ª Local de Ibagué, Tolima; y iv) a la Fiscalía 2ª Especializada de Pereira.
Manifestó igualmente, que por su parte el Fiscal 2º Especializado de Pereira le informó que el proceso radicado al No.660016000058201000342 había sido remitido a la Fiscalía 45 de la Unidad Nacional de Desmovilizados de la ciudad de Cali.  Así mismo, el accionante dio a conocer que la única respuesta que había recibido era de la Fiscalía 27 Seccional de La Virginia, Risaralda.

Por lo anterior, consideró el actor que la Fiscalía General de la Nación “es una sola” y en tal sentido, se le debe dar respuesta a sus peticiones. 

2.2. Entre las pruebas allegadas por el actor, se encuentra el derecho de petición radicado el 6 de enero de 2016 en la oficina de gestión documental del CTI y las respuestas emitidas por el Subdirector Seccional de Policía Judicial del CTI y del Fiscal 2º Especializado de Pereira (Fls. 6-13).

2.3. Mediante auto del 16 de marzo de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción de tutela, se ordenó correr traslado de la misma a  la FGN - Subdirección Seccional de Policía Judicial del CTI y se dispuso vincular a Dirección de Fiscalías Seccionales de Risaralda, Fiscalía 2ª  Especializada de Pereira, Fiscalía 3ª Local de Ibagué, Tolima y  Fiscalía 45 Unidad Nacional de Desmovilizados de Cali, Valle (folio 22).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS A LA DEMANDA 

3.1. FISCALÍA 2º ESPECIALIZADO DE PEREIRA

Su titular indicó que al accionante se le respondió su petición mediante el oficio P2E009 del 14 de enero de 2016 en el que se le informó que revisado el SPOA la indagación radicada al NUNC No.6600160000582010000342 había sido “conexada” con la NUNC 66001600058201000182 y que había sido remitida desde  el 22 de abril de 2013 a la Fiscalía 45 de la Unidad de Desmovilizados de Cali, Valle, remisión que se hizo a la doctora Liliana María Calle Rojas, Jefe de la Unidad Nacional de Fiscalías para Desmovilizados.

Igualmente, indicó que en el SPOA  aparece registrada dicha indagación como activa en la Fiscalía 104 DFNEJT de Pereira (folio 27).
3.2. DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE RISARALDA 

Su Director manifestó que al accionante se le dio respuesta a su petición mediante el oficio No.0022 del 7 de enero de 2016.

Aclaró que si bien es cierto la FGN es una sola y tiene competencia a nivel nacional, también lo es que la gestión investigativa y administrativa está concentrada en las Direcciones Nacionales y Seccionales; por lo tanto, las competencias y funciones están desconcentradas en las diferentes áreas funcionales y territoriales.  Por lo tanto, en virtud al Decreto No.016 de 2014 por el cual se definió la estructura orgánica y funcional de la FGN, la Dirección Seccional no está facultada para ordenar las copias solicitadas por el accionante y en tal sentido, se trasladaron sus peticiones a cada Fiscal del caso con el fin de que decida si se accede o no al requerimiento.

Así mismo, informó que una vez recibida la presente tutela, procedió a dar traslado de la misma a los doctores Carlos Fidel Villamil Ruiz, Director Nacional de Fiscalías Especializadas Justicia Transicional en Bogotá, a efectos de que se pronuncie respecto de los hechos que generaron la demanda de tutela, ya que dentro de la investigación asignada a la Fiscalía 2ª Especializada radicada bajo el No.660016000058201000342 se ordenó la acumulación por conexidad al No.6600160000582001000182, investigación que posteriormente fue remitida a la Unidad de Desmovilizados, siendo este último radicado asignado a la Fiscalía 104 de la Dirección de Fiscalías Nacional Especializada para la Justicia Transicional, sin más datos. 
Señaló que la demanda de tutela fue remitida a la Dirección Seccional de Ibagué, toda vez que el radicado No. 7300160000444201181375 está asignado a la Fiscalía 3 Local, sin que esa Dirección tenga facultades de seguimiento sobre este Despacho.
Por lo tanto, concluyó que en este caso no se le han vulnerado derechos fundamentales al actor y en tal sentido, la tutela es improcedente.   (Fls. 29-32)

Anexó copia de los documentos a los que hizo alusión en la respuesta (Fls. 33-46).
3.3.  DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE TOLIMA 

Indicó que con el fin de evitar futuras  nulidades, se debe vincular directamente al Fiscal 3 Local de Ibagué, Tolima, ya que por reparto administrativo correspondió le fue delegada de forma exclusiva la indagación penal radicada bajo el NUNC 730016000444201181375, investigación que se siguen en contra de los señores Gilberto Soto Uribe y otros, pro la probable comisión del delito de daño en bien ajeno, por hechos ocurridos el 20-09-2011 y la cual se encuentra archivada, según información que reposa en el SPOA, la cual se encuentra sujeta a cambios.

Por lo anterior, informó que se dio traslado de la presente demanda de tutela al Fiscal 3 Local de Ibagué, Tolima, para que respondiera la petición al accionante.

Por lo tanto, solicitó no acceder a las pretensiones del actor y en caso contrario, no se impongan cargas jurisdiccionales adversas a dicha Dirección Seccional, toda vez que insiste que carecen de legitimación en la causa por pasiva. (Fls. 47-49)

Anexó copia de la noticia criminal, el estado del expediente y las actuaciones surtidas por la Fiscalía 3 Local, para señalar que se configura el fenómeno jurídico del hecho superado, toda vez que considera que con esos documentos el actor suple su petición de información requerida. (Fls. 50-59)

3.4.  FISCALÍA 108 ESPECIALIZADA DE BOGOTA
Su titular indicó que ese despacho recibió el 26 de abril de 2016 junto con 282 investigaciones más la investigación No.29.781 adelantada en contra del señor Gilberto Soto Uribe.  Por lo tanto, una vez revisado el expediente mencionado, se encontró que a folio 64 del cuaderno principal obra una solicitud suscrita por el señor Yeison A. Bedoya Batero recibido el 20 de octubre de 2015, la cual fue contestada por el Fiscal 104 Especializado DNFEJ de Pereira  de  mediante el oficio No.07-F104 expedido por el doctor Jorge Enrique Leiton Alomia, cuya respuesta se basó en lo estrictamente ordenado por el Juzgado 2º Penal Municipal con funciones de control de Garantías, dentro de la audiencia reservada de control previo de búsqueda selectiva de base de datos.
Consideró que en lo que respecta a esa Fiscalía ya emitió la respuesta al actor, en tal sentido, se ha superado el hecho que motivó el amparo y por lo tanto, solicitó que se declare improcedente el mismo.  
Anexó copia de los documentos a los que hizo alusión en la respuesta, de los cuales se extrae la información que ofrece el doctor Elver Parra Figueroa, Fiscal 108 Especializado de Bogotá, de los que se observa se tomaron fotografías al expediente, las cuales fueron escaneadas, pero no son legibles a la hora de imprimir (Fls. 64-79)

3.5. La Fiscalía 3 Local de Ibagué, Tolima no dio respuesta a la demanda, pese a haber sido notificada de la misma, tanto por el correo electrónico como por la empresa de mensajería 472 (folio 23). Igualmente, la Fiscalía 45 de la Unidad de Nacional de Desmovilizados de Cali, Valle, fue notificada por correo certificado de la empresa de mensajería 472 (folio 23), la cual fue devuelta por estar errada su dirección, de acuerdo al sobre que se recibió la empresa 472 (folios 80-84).  

4.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

4.2. Problema jurídico 
Corresponde a esta Sala determinar si las entidades demandadas y vinculadas vulneraron el derecho fundamental de petición al accionante, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.3. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
4.4. La Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

4.5. La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.

4.6. Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. 

4.7. En la Sentencia T-143 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa.6”

4.7.1. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.(…)”
A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: “Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. (…)”
4.8.  DEL CASO EN CONCRETO:

4.8.1.  De conformidad con las pruebas arrimadas al presente trámite, se observa que el señor Yeison Alfredo Bedoya Batero, en calidad de investigador de la defensa dentro del proceso radicado al No.11001600127620140118, solicitó el 6 de enero de 2016 a la Fiscalía General de la Nación- Seccional Risaralda copia de los procesos seguidos en contra del señor Gilberto Solo Uribe, con los siguientes radicados (folio 11):

i)   No.664006106472200885595 por el punible de tráfico de estupefacientes.

ii) No.660016000068201101687 por el delito de concierto para delinquir agravado.

iii) No.7300160000444201181375 por la conducta punible de daño en bien ajeno.

iv) No.6600160000582010000342 por el delito de desplazamiento forzoso.

4.8.2.  Significa lo anterior, que el accionante verificó el presupuesto indicado por la jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la Sentencia T-010 de 1998 y que se refiere a la carga de la prueba que le asiste al solicitante de haber elevado un derecho de petición con el fin de inferir  la autoridad competente de responder el mismo.  Al respecto, dicho Tribunal indicó lo siguiente:

“La carga de la prueba en uno y otro momento del análisis corresponde a las partes enfrentadas: debe el solicitante aportar prueba en el sentido de que elevó la petición y de la fecha en la cual lo hizo, y la autoridad, por su parte, debe probar que respondió oportunamente. La prueba de la petición y de su fecha traslada a la entidad demandada la carga procesal de demostrar, para defenderse, que, al contrario de lo afirmado por el actor, la petición sí fue contestada, resolviendo de fondo y oportunamente. Pero si ante el juez no ha sido probada la presentación de la solicitud, mal puede ser condenada la autoridad destinataria de la misma, pues procesalmente no existe el presupuesto del cual se deduzca que, en tal evento, estaba en la obligación constitucional de responder.”  (Subrayas nuestras)
4.8.3. Por su parte, el Subdirector Seccional de Policía Judicial del CTI con asignación de funciones de Director Seccional de Risaralda respondió al señor Bedoya Batero mediante el oficio DSR-07 No.022 del 7 de enero de 2016,  que su  petición se había remitido a los siguientes despachos fiscales donde se adelantan las investigaciones requeridas con el fin de que respondieran sus requerimientos (folio 12):

i) No.664006106472200885595 por el punible de tráfico, fabricación o porte  de estupefacientes, a la Fiscalía 27 Seccional de La Virginia, Risaralda.

ii) No.7300160000444201181375 por la conducta punible de daño en bien ajeno, a la Fiscalía  3ª  Local de Ibagué, Tolima. 

iii) No.6600160000582010000342 por el delito de “concierto para delinquir”, a Fiscalía 2ª Especializada de Pereira. 

iv) No.660016000068201101687, una vez consultado en el sistema misional SPOA arrojó como resultado “inexistente”.

En tal virtud, esta instancia constitucional concluye que la petición elevada el 6 de enero de 2016 por el señor Bedoya Batero, fue resuelta por el Subdirector Seccional de Policía Judicial del CTI de Pereira en los términos del artículo 21 de la Ley 1755 de 2015  que consagra lo siguiente: “Si la autoridad a quien se dirige la petición no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de la Petición por la autoridad competente.” De tal manera, que no hay necesidad de que esta Sala imparta orden alguna al funcionario aludido, toda vez que dentro del término pertinente cumplió con su obligación de trasladar la solicitud del accionante a los entes fiscales que debían dar trámite a la misma, lo que se desprende de los oficios DSR-07 No.0019, 0020 y 0021 (folios 35 al 37).

4.8.4. Ahora bien, ante la vinculación oficiosa al Director Seccional de Fiscalías de Risaralda a la presente demanda de tutela, se advierte que este funcionario dio traslado de la misma a su homóloga de Tolima, doctora Eufemia Cárdenas Luna, mediante el oficio DSR-07 No.01168 del 22 de junio de 2016, quien respondió que la indagación radicada al No.7300160000444201181375 por la conducta punible de daño en bien ajeno y que se encuentra asignada en la Fiscalía  3ª  Local de Ibagué, Tolima, se tiene que la Directora Seccional de Fiscalías de Tolima informó a esta instancia que según el SPOA dicha investigación se encuentra archivada y adjuntó los documentos que acreditan tal manifestación, pero la misma señaló que quien debe responder al accionante sobre su solicitud es el Fiscal 3º Local de Ibagué por ser el competente (folios 47-59). 

Así mismo, el mencionado Director anexó con la respuesta a la tutela el oficio No.DSR-07 No.01167 del 22 de junio de 2016 dirigido al doctor Carlos Fidel Villamil Ruiz, Director Nacional de Fiscalías Especializadas Justicia Transicional de Bogotá en el que señaló dentro del radicado No.6600160000582010000342 se ordenó la acumulación procesal por conexidad al radicado No.660016000058201000182,  el que posteriormente fue remitido a la Unidad de Desmovilizados y que según el SPOA se encuentra asignado a la Fiscalía 104 de la Dirección de Fiscalías Nacional Especializada para la Justicia Transicional sede Pereira, no obstante dicho despacho fue “levantado” de la Seccional, sin que se sepa a qué Fiscal le correspondió dicha carga laboral (folio 43).  
Se debe tener en cuenta que mediante el oficio penal F2E 090 del 20 de junio de 2016 expedido por el doctor Jorge Mario Arias Dávila se le dio respuesta al accionante en lo pertinente al proceso radicado al No.6600160000582010000342, en el sentido de que el mismo fue anexado al No.660016000058201000182 y de la información que arroja el SPOA al respecto (folio 27), tal como se indicó en el párrafo anterior.
4.8.5. De la respuesta emitida por el Fiscal 108 Especializado de Bogotá a la presente demanda de tutela y que fue enviada al correo electrónico de la Secretaría de la Sala, es pertinente aclarar que los documentos que anexó con la misma se refieren a unas fotografías tomadas al expediente asignado a esa Unidad el 26 de abril de 2016, obrantes a folios 64 al 81, las que tuvieron  que ser grabadas en medio magnético (CD), toda vez que al imprimirlas no resultó legible su lectura,  de las que se desprende que el señor Bedoya Batero radicó el 20 de octubre de 2015 una petición dirigida al “Fiscal 104 Especializado de Justicia Transicional de Pereira” sobre la investigación radicada al No.110016001276201400118 tendiente a que le informaran si el señor Gilberto Soto era integrante o desmovilizado de las AUC y otros asuntos relacionados con su vinculación al grupo guerrillero que operaba en Quinchía en el  año 1990 (folio 64 y 65), la cual fue contestada por el Fiscal 104 Especializado DNFEJ de Pereira mediante el oficio 07F104, sin que se advierta la fecha de expedición, en la que se le indicó al actor que se daba respuesta estrictamente con respecto a la búsqueda selectiva en base de datos por el Juzgado 2º Penal Municipal con funciones de control de Garantías (Fls. 66-68); es decir, diferente a la que fue  autorizada por el Juzgado 1º Penal Municipal con funciones de control de Garantías de Pereira el 28 de diciembre de 2015, de la cual no se pronunció al respecto.
4.8.6.  De acuerdo con el  precedente jurisprudencial constitucional
 que de manera reiterada ha indicado que el derecho de petición debe hacerse efectivo con una pronta y oportuna respuesta de la autoridad ante la cual ha sido elevada la solicitud, sin importar que sea favorable a los intereses del peticionario, se debe cumplir con los siguientes requisitos: “1. Oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición”. 

4.8.7. Por lo anterior, analizado todo el material probatorio que obra en la foliatura y luego de haberse identificado cuáles son los despachos fiscales a los que les fueron asignadas las indagaciones No.7300160000444201181375 y la NUNC 6600160000582010000342 por el delito de desplazamiento acumulada con la NUNC 66001600058201000342, esta Sala considera que el pedimento del accionante aún no ha sido resuelto en el entendido de que le sean expedidas las copias de los procesos antes  aludidos.  Por lo tanto, se puede inferir que a la fecha su derecho fundamental de petición sigue siendo vulnerado y en tal virtud, se concederá el amparo con el fin de salvaguardar dicha prerrogativa constitucional, ordenando tanto a la    Fiscalía 3ª Local de Ibagué, Tolima, y al Fiscal 108 Especializado de Bogotá, que dentro de los cinco (5) días siguientes a la notificación de este fallo, le envíen a la dirección aportada por el señor Bedoya Batero las reproducciones requeridas, previo el trámite que el accionante debe acatar para la expedición de las copias aludidas. 
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley.

RESUELVE

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental de petición al señor Yeison Alfredo Bedoya Batero.
SEGUNDO: ORDENAR a la Fiscalía 3ª Local de Ibagué, Tolima, que dentro del término de los cinco (5) días siguientes a la notificación del presente fallo, envíe copia del expediente de la indagación radicada al No.7300160000444201181375 que se sigue en contra del señor Gilberto Soto Uribe por la conducta punible de daño en bien ajeno, petición de la cual se había dado traslado a ese despacho fiscal mediante el oficio DSR-07 No.0021 del 7 de enero de 2016, previo el trámite que el accionante debe desplegar para la obtención de la expedición de las copias aludidas, según las directrices del Fiscal del caso.
TERCERO: ORDENAR a la Fiscal 108 Especializado de Bogotá, que dentro del término de los cinco (5) días siguientes a la notificación del presente fallo, envíe copia del expediente de la indagación radicada al  NUNC 6600160000582010000342 por el delito de desplazamiento forzoso acumulada con la NUNC 66001600058201000342 que se sigue en contra del señor Gilberto Soto Uribe y que fue asignada a esa Fiscalía desde el 26 de abril de 2016, previo el trámite que el accionante debe desplegar para la obtención de la expedición de las copias aludidas, según las directrices del Fiscal del caso .

CUARTO: DESVINCULAR del presente trámite a la Dirección de Fiscalías Seccionales de Risaralda, a la Fiscalía 2ª  Especializada de Pereira y a la Fiscalía 45 Unidad Nacional de Desmovilizados de Cali, Valle.

QUINTO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se dispone el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ

Secretaria
� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub


 





� CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia T-146 del 06-08-2012; MP: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub.
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